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                                           RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintisiete (27) de julio de dos mil dieciséis (2016)

                                                                Acta de Aprobación No 666
                                                       Hora: 7:40 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por  la señora LUZ MARY MONTOYA ALZATE quien actúa como agente oficiosa del señor JESÚS ANTONIO BEDOYA ALZATE frente al fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), con  ocasión de  la acción de tutela presentada en contra de CAFESALUD EPS-S y la Secretaría de Salud del Departamento.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea la señora LUZ MARY MONTOYA en representación de JESÚS ANTONIO BEDOYA ALZATE, se pueden sintetizar así:  (i) se encuentra afiliado a CAFESALUD EPS-S y padece de “esquizofrenia paranoide”, por lo que cada seis meses debe ser valorado por psiquiatría donde se le ordenó “Risperidona Tab x 2mg”; (ii) ya se acerca el plazo para la nueva revisión psiquiátrica y la EPS solo le ha hecho entrega de las medicinas en dos oportunidades y debido a la patología teme por su salud y calidad de vida, pues ésta debe suministrársele sin falta para que se mantenga estable y no ponga en peligro su vida y la de las personas que lo rodean, y (iii) pese a haber acudido en varias ocasiones ante la EPS-S se le informa que no hay medicamentos.

Pide se protejan los derechos a la seguridad social, salud y calidad de vida del señor BEDOYA ALZATE y se ordene a CAFESALUD EPS-S que autorice y efectivice la provisión del medicamento prescrito y los demás tratamientos que requiera con ocasión de su patología, e igualmente se le preste el tratamiento integral.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El despacho admitió la demanda de tutela, corrió traslado a CAFESALUD EPS-S y a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, entidad ésta última que solicito se accediera a lo pretendido por el accionante y se ordene a la EPS-S la entrega de los medicamentos requeridos, así como los demás tratamientos que necesite, para lo cual conservará el derecho de recuperar lo invertido y que legalmente no le corresponda asumir. Pide se desvincule a dicha Secretaría del referido trámite al no vulnerar derecho fundamental alguno.

3.2- Agotado el procedimiento a seguir y en el término constitucional, el juzgado de primer nivel profirió sentencia en la estimó que por parte de la EPS-S CAFESALUD se vulneraron los derechos fundamentales a la seguridad social, salud y calidad de vida del accionante y por ende le ordenó que dentro de la cuarenta y ocho (48) horas siguientes autorice y suministre los medicamentos faltantes de la fórmula médica de octubre 2 de 2016 -entiéndase 2015- en la que se le prescribió al señor JESUS ANTONIO BEDOYA ALZATE la medicina “Risperidona 2 mg tableta” en cantidad de 180 para similar número de días, de los cuales se encuentran pendiente por proveer 120, que ascienden a 4 meses; igualmente se abstuvo de acceder al tratamiento integral al no existir requerimiento médico que así lo establezca, ni percibirse la necesidad para otorgar el mismo.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, la agente oficiosa del accionante BEDOYA ALZATE interpuso recurso de alzada en el que expresa que nada se dijo con respecto a los medicamentos ordenados para los próximos meses, toda vez que el enfermo ya tuvo nueva cita con especialista en psiquiatría donde le formuló “Risperidona” por espacio de seis meses.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló los derechos fundamentales del señor JESÚS ANTONIO BEDOYA ALZATE. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o adicionándola como así se entiende de lo pretendido por la recurrente.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el caso en estudio el juez de primera instancia luego del análisis previo consideró que en el caso del señor BEDOYA ALZATE existía vulneración a sus derechos fundamentales a la seguridad social, salud y vida digna y ordenó a CAFESALUD EPS-S la entrega del medicamento faltante que le fuera prescrito por el especialista en psiquiatría, amén de la patología de Esquizofrenia Paranoide que padece, pero le negó el tratamiento integral.

Si bien en la impugnación la señora LUZ MARY MONTOYA ALZATE, como agente oficiosa del enfermo, únicamente mostró su inconformidad con la decisión al no haberse dicho nada con respecto a los medicamentos que a futuro le fueran ordenados al señor JESÚS ANTONIO –los que ya  se le prescribieron- ya que el a quo solo dispuso la provisión de aquellos que quedaron pendientes meses atrás, considera la Sala que es importante analizar la situación relacionada con la atención integral en la prestación de los servicios de salud del afectado,  mismos que en sentir del funcionario de primer nivel no se hacía necesario disponer por cuanto éste se encuentra estable de su condición médica y no  existe precepto médico que así lo requiera.

La orden que emite un juez constitucional para que se suministre tratamiento integral a aquellos pacientes que tienen que recurrir a la acción de tutela como mecanismo tendiente a lograr el amparo de sus derechos y la continuación de un tratamiento o procedimiento médico, es una potestad cuyo ejercicio se hace indispensable en primer término para asegurar un adecuado manejo terapéutico de la condición que afecta la salud del usuario y, en segundo lugar, para dar cumplimiento a las obligaciones correlativas que el Estado Social de Derecho como garante del goce de las garantías que la misma Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos reconocen a sus asociados.

Así las cosas, el hecho de que el Juez Constitucional ordene el tratamiento integral para un enfermo, constituye una opción válida para lograr que los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud sean considerados como personas dignas y se les respeten sus prerrogativas al pleno goce de los derechos que les son inherentes, en especial, al diagnóstico, a recibir un tratamiento continuo, oportuno, calificado y eficaz para paliar las alteraciones que sobre su salud recaigan, lo que acá no tuvo en cuenta el juzgado de primer nivel.

En el presente asunto, lo que se percibe es que aunque el señor JESÚS ANTONIO BEDOYA ALZATE padece de esquizofrenia paranoide y que los medicamentos que le formuló el psiquiatra tratante eran indispensables para mantener estable su salud, la EPS-S CAFESALUD mostró total indiferencia con esa situación y en lugar de facilitarle periódicamente las medicinas formuladas y en la cantidad señalada, omitió cumplir con su obligación y negó la entrega de las mismas durante casi 4 meses, con las consecuencias que ello podría generar en la salud mental y calidad de vida del afectado, así como de las personas que lo rodean.

Mírese que en efecto por parte de CAFESALUD EPS-S se incumplió con la obligación que tiene para con su afiliado, pues pese a habérsele prescrito el medicamento denominado “Risperidona Tab. x 2 Mg”, en cantidad de 180 tabletas, para igual número de días, con miras a contrarrestar su enfermedad mental, se observa que solo le dieron 60 -equivalente a dos meses-, por lo cual era necesario que por parte del juez constitucional para evitar que se continuara con la vulneración del derecho fundamental a su salud, le ordenara a la entidad accionada el suministro de las medicinas que se le habían dejado de proveer, esto es, 120 tabletas, como así se hizo.
Aun así, no entiende la Corporación por qué motivo el juzgado de primer nivel, pese a observar la falencia en la entrega de medicamentos para el paciente, los cuales requiere para conservar su sanidad mental, consideró que no se hacía necesario conceder el tratamiento integral para la patología que presenta, sin que sea válido afirmar, como así se dijo en el fallo confutado, que: “no existe orden médica que así lo prescriba”, pues muy seguramente no habrá disposición de galeno alguno en tal sentido, ya que si al parecer persisten restricciones para que éstos receten medicinas y dispongan la práctica de algunos procedimientos, mucho más lo habrá para que formulen sin limitación cualquier clase de actividades, intervenciones o la provisión de medicamentos para los pacientes, y que la EPS así lo acepte.

Para la Sala, de conformidad con los lineamientos constitucionales
 que al respecto se tienen, máxime porque es imperativo que frente a una vulneración del derecho a la salud se den los pasos necesarios para garantizar que esa situación no se vuelva a repetir, y en aras de asegurar que la asistencia en salud que se brinde sea oportuna, eficaz y especialmente continua, se debe procurar por su salvaguarda en tal sentido, y por lo tanto se adicionará el fallo adoptado con el fin de ordenar a CAFESALUD EPS-S que asegure al paciente la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que requiera con ocasión de la enfermedad psiquiátrica que padece el señor JESÚS ANTONIO BEDOYA ALZATE, haciéndose énfasis en que se le deberá entregar con la periodicidad y cantidad señala por el especialista tratante, los medicamentos requeridos para contrarrestar su dolencia. 
Se confirmará por tanto la providencia emitida por el funcionario a quo, con la adición ya referida.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), pero SE ADICIONA en el sentido de ordenar a CAFESALUD EPS-S que asuma las medidas necesarias para que se le garantice al señor JESÚS ANTONIO BEDOYA ALZATE la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que requiera con ocasión de la patología psiquiátrica que padece y que dio origen a la presente acción constitucional, debiéndosele entregar con la periodicidad y cantidad ordenada por el especialista tratante, los medicamentos requeridos para contrarrestar su enfermedad. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-398/08, T-408-11 y T-039/13 en la que se dijo: “El principio de integralidad, comprende dos elementos: “(i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología”. La materialización del principio de integralidad conlleva a que toda prestación del servicio se realice de manera oportuna, eficiente y con calidad; de lo contrario se vulneran los derechos fundamentales de los usuarios del sistema de salud.”.
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